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ORDINARIO – RESOLUCIÓN DE CONTRATO – NULIDAD DE CONTRATO DE PROMESA DE COMPRAVENTA – DEMANDA DE RECONVENCIÓN - RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN – NO ES PRUEBA DOCUMENTAL - DECLARA INFUNDADO - “En el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, se tramitó un proceso ordinario de nulidad de contrato de promesa de compraventa, iniciado por Jorge Iván Ramírez Valencia contra Martha Cecilia Rivera García, quien presentó demanda de mutua petición; terminó con sentencia del 30 de octubre de 2014, contraria a las pretensiones del demandante principal; en cambio, accedió a las súplicas de la reconviniente, declaró resuelto el contrato de compraventa del 30% de las acciones para constituir la sociedad Bentourib SAS, y ordenó las restituciones mutuas. 
Por intermedio de apoderado judicial, Jorge Iván Ramírez Valencia presentó este recurso de revisión, en el que invoca la causal prevista en el numeral 1 del artículo 380 el Código de Procedimiento Civil, para entonces vigente, que consiste en haber encontrado, después de pronunciada la sentencia, documentos que habrían variado la decisión en ella contenida, y que el recurrente no pudo aportarlos al proceso por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la parte contraria.
(…)

Como se deduce de este contenido, son presupuestos de esta causal:  (i)  que se trate de una prueba documental; la cual (ii) debe sobrevenir al fallo, o, dicho de otro modo, debe ser conocida después de que la providencia queda en firme; (iii) es necesario que se trate de una prueba de tal magnitud, que haría cambiar la decisión adoptada; y, adicionalmente, (iv) es imposible aducir como sustento de la misma, documentos que pudieron ser allegados durante las instancias y por fuerza mayor o caso fortuito, o por ocultamiento de la contraria, no lo fueron.
En adición a lo anterior, debe resaltarse que esta específica causal de revisión, impone la presencia de un documento, no de otro elemento de prueba; es decir, que la aparición de otro medio de convicción es impertinente frente a esta específica causal; por ello, que se conozcan testimonios, o interrogatorios anteriores a la sentencia, que se dejaron de aportar, por las razones que la norma perentoriamente señala, de nada sirve para estructurarla. Se dirá que esos medios de prueba se sirven regularmente de un documento, pues en él aparecen plasmados, pero que así sea, no varía su esencia.
(…)
Traído lo anterior al caso que se analiza, se destaca que la prueba documental que aduce el señor Jorge Iván Ramírez, es, precisamente, el interrogatorio que como indiciados, se les recibió a los señores Martha Cecilia Rivera García y Alfonso Naranjo Montealegre, en la investigación penal que en su contra se inició, por denuncia presentada por el mismo Ramírez, a partir de la cual se les acusó y posteriormente se les condenó (f. 101 a 108, del cuaderno de copias tomadas del proceso ejecutivo instaurado por Alfonso Naranjo contra Bentourib SAS). Por manera que, no se trata de una prueba documental, según ha quedado señalado, sino de una declaración anterior a la acusación, rendida por los indiciados, que aparece recogida en las actas que las contienen, a pesar de lo cual mantienen su identidad propia, como elemento probatorio. 

Y si tales declaraciones no son, en estricto rigor, documentos, se tornan en un soporte inadmisible para la causal de revisión que ha propuesto el recurrente, esto es, la primera, con lo cual, la conclusión obligada es que lo pedido está llamado al fracaso.
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         SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo.  

Pereira, julio diecisiete de dos mil diecisiete
Expediente 66001-22-13000-2015-00348-00

Acta Nro. 364 de julio 17 de 2017
Decide la Sala el recurso extraordinario de revisión interpuesto por Jorge Iván Ramírez Valencia contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 30 de octubre de 2014, en el proceso ordinario de resolución de contrato que él promovió frente a Martha Cecilia Rivera García y en el que ella reconvino.  
ANTECEDENTES
   



En el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, se tramitó un proceso ordinario de nulidad de contrato de promesa de compraventa, iniciado por Jorge Iván Ramírez Valencia contra Martha Cecilia Rivera García, quien presentó demanda de mutua petición; terminó con sentencia del 30 de octubre de 2014, contraria a las pretensiones del demandante principal; en cambio, accedió a las súplicas de la reconviniente, declaró resuelto el contrato de compraventa del 30% de las acciones para constituir la sociedad Bentourib SAS, y ordenó las restituciones mutuas. 

  



Notificadas las partes, guardaron silencio y quedó en firme el 18 de noviembre de 2014. 





Por intermedio de apoderado judicial, Jorge Iván Ramírez Valencia presentó este recurso de revisión, en el que invoca la causal prevista en el numeral 1 del artículo 380 el Código de Procedimiento Civil, para entonces vigente, que consiste en haber encontrado, después de pronunciada la sentencia, documentos que habrían variado la decisión en ella contenida, y que el recurrente no pudo aportarlos al proceso por fuerza mayor o caso fortuito, o por obra de la parte contraria. 

  



Adujo, en resumen, que vendió a Martha Cecilia Rivera García unas acciones de la sociedad Betonitas de la Uribe SAS -Bentourib SAS-, e inició labores para la extracción del mineral; con tal fin, adquirió una bodega en Bugalagrande, negocio que garantizó con una hipoteca sobre los dos lotes que la conformaban, abonó dinero para la compra de maquinaria, pero por el incumplimiento de aquella, tal suma se perdió. Por ello solicitó la resolución del contrato, proceso en el que ella propuso demanda de reconvención, aduciendo que era él quien había incumplido, porque las bodegas estaban siendo perseguidas en un proceso hipotecario, el que era desconocido por el ahora recurrente y vino a enterarse del mismo cuando ya estaban para rematarse los bienes. 

  



Agregó que el origen del proceso hipotecario fue el pago que Martha Cecilia Rivera hizo de la obligación hipotecaria, por valor de 120 millones, y la cesión que ella logró a favor de su esposo Alfonso Naranjo Montealegre de los créditos; el capital cobrado era de 570 millones, otras dos fueron adulteradas, y la última, por 400 millones fue firmada por ella sin una razón justificada. Ese proceso hipotecario tiene sentencia a su favor; se avaluaron los bienes y fueron rematados por Alfonso Naranjo. 

   



Se denunció por fraude procesal y ante la Fiscalía fueron llamados a interrogatorio Alfonso Naranjo Montealegre y Martha Cecilia Rivera García, declaraciones que tenían reserva hasta la culminación del juicio, en el que se produjo sentencia condenatoria, cuya apelación se tramita en la Sala Penal del Tribunal Superior de Buga. 

   



En esos interrogatorios, dice, rendidos ante el CTI de Pereira el 15 de agosto de 2013, Martha Cecilia Rivera García manifestó que el dinero “que ella le entregó al señor JORGE IVÁN RAMÍREZ por la compra de las acciones de lo había entregado un señor NESTOR (sic) BALLESTEROS y que su esposo le había cancelado o le había realizado la devolución del dinero que la señora MARTHA CECILIA RIVERA había entregado a mi mandante por la compra de las acciones, por tal motivo, ella le firma una letra de cambio a su esposo por la suma de CUATROCIENTOS MILLONES DE PESOS M/CTE ($400’000.000oo) y supuestamente para pagarle a su esposo el dinero que él había pagado por ella, invocando tener facultades estatutarias para ello por ser representante legal suplente, es decir, según el dicho de la señora MARTHA CECILIA RIVERA GARCÍA según los estatutos de la sociedad ella tiene la facultad de girar títulos a favor de su esposo para apropiarse de los bienes de la sociedad, y que según ella son para pagar el dinero que ella le entrego (sic) a mi mandante por la compra de las acciones, así quedó registrado en fecha 15 de mayo de 2015 día que continuó el juicio oral donde el Juez de Primera instancia hace alusión a estos eventos”. 
  



Señala que esta información hasta esa fecha era nueva para el recurrente, porque tenía reserva legal, pero se aporta el video y el audio de la audiencia, y una transcripción mecánica de la misma. 

  



Agrega que en el proceso ordinario de resolución, hubo una propuesta de conciliación que él incumplió, por cuanto la suma que se comprometió a pagar estaba siendo a la vez ejecutada y la demandada le dijo que llevaría este último asunto hasta su terminación; por ello, optó por denunciar ante la Fiscalía el fraude procesal que se gestaba con la firma de la letra de 400 millones; solicitó la prejudicialidad ante el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Tuluá, pero no le fue aceptada porque ya se había dictado la orden de seguir adelante la ejecución; tampoco la aceptó el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, y en este proceso la señora Rivera García guardó silencio sobre la existencia del proceso ejecutivo, que siguió con el remate de los bienes y se pagó la deuda con creces, a pesar de que, ante la Fiscalía, en el interrogatorio, reconoció el origen de los 400 millones, es decir, que estaba cobrando dos veces la cantidad adeudada. 

  



Reiteró que hubo sentencia condenatoria penal, que surte una segunda instancia; señaló, además, que la señora Rivera García inició un proceso ejecutivo para hacer efectiva la sentencia del Juzgado Tercero Civil del Circuito, en la que nada se dijo de la participación accionaria con que queda ella en la sociedad Bentourib SAS.
   



Como consecuencia de lo relatado, pidió que se declare la invalidez de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, en el proceso ordinario de resolución de contrato de promesa de compraventa con demanda de reconvención a que aluden los hechos, el 30 de octubre de 2014, por la causal primera de revisión. 

   



Se ordenó prestar caución (f. 14); aceptada, se le pidió al juzgado la remisión del expediente respectivo (f. 19); el 26 de noviembre de 2015 fue admitido el recurso y se dispuso correr traslado a Martha Cecilia Rivera García (f. 24). Notificada, contestó (f. 63 a 74); explicó las circunstancias en que se desenvolvieron los procesos, que fueron todos conocidos por el demandante, y aclaró que la sentencia penal no está en firme, por cuanto se surte el recurso de casación. Propuso como excepciones las que nominó inexistencia de la causal invocada y temeridad y mala fe del recurrente. Las hizo consistir en que la acusación luce desenfocada y, en todo caso, (i) de haberse aportado al proceso ordinario de resolución de promesa, probablemente la decisión hubiera sido igual; (ii) falta una prueba idónea de la ocurrencia de los hechos alegados; (iii) se incumplen los presupuestos señalados por la jurisprudencia para la prosperidad de la causal invocada; (iv) el recurrente actúa de mala fe, porque la demanda de reconvención se presentó el 13 de agosto de 2013 y no el 20 de marzo como se afirma en el hecho 15 del libelo; (v) el señor Ramírez Valencia conocía del proceso hipotecario, al punto que propuso allí una nulidad. 

  



Se decretaron las pruebas y se surtió traslado para alegar de conclusión, que transcurrió en silencio. 
CONSIDERACIONES

Sea lo primero decir que no se observa irregularidad alguna que pueda invalidar lo actuado; que las partes están legitimadas, por haberlo sido en el proceso ordinario en el que se dictó la sentencia cuya invalidación se pretende, según se desprende de la revisión del expediente que contiene el proceso ordinario de resolución de contrato, con demanda de mutua petición, que Jorge Iván Ramírez Valencia inició contra Martha Cecilia Rivera García; y que la normativa por la que se rige la cuestión es la contenida en el Código de Procedimiento Civil, en tanto se trata de un recurso que se hallaba en trámite al 1° de enero de 2016, cuando empezó a regir en su integridad el Código General del Proceso. Así lo tiene señalado el artículo 624 del nuevo estatuto. 
Por lo demás, el libelo fue presentado en tiempo, si se tiene en cuenta que se radicó el 19 de agosto de 2015, y el fallo fue proferido el 30 de octubre de 2014. 

Es regla general que una decisión judicial queda envuelta por un principio de inmutabilidad que garantiza la seguridad jurídica, en la medida en que, haciendo tránsito a cosa juzgada, no se pueda ya someter a otro escrutinio, cuando ha causado firmeza. Por eso se tiene previsto que las providencias quedan ejecutoriadas y son firmes, tres días después de notificadas, cuando carecen de recursos o han vencido los términos sin haberse interpuesto los que fueren procedentes, o cuando queda en firme la providencia que los resuelva (art. 331 CPC); esto, sin perjuicio de la ejecutoria inmediata que cobran los proveídos que se dicten durante una audiencia o diligencia.  
Pero, como es posible que puedan sobrevenir situaciones que, de haberse conocido en el proceso hubieran variado la decisión adoptada, que ya está en firme, y no se pudieron hacer valer durante su trámite por alguna específica razón, de las que la misma ley procesal prevé, se abre paso un remedio extraordinario que trasciende esa inmutabilidad y que, reunidos unos presupuestos especiales, puede dar al traste con la decisión adoptada, bien porque deba anularse, ora, porque sea menester sustituirla.

Tal alternativa es el recurso de revisión, que se erige en un medio de impugnación de sentencias ejecutoriadas, según lo indica el artículo 379 del Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando se promovió el presente, si bien la cosa juzgada no se opone a él (art. 332 CPC)
. 

De las causales allí previstas, ha sido invocada en este caso la señalada en el numeral 1°, que consiste en: 
Haberse encontrado después de pronunciada la sentencia documentos que habrían variado la decisión contenida en ella, y que el recurrente no pudo aportarlos al proceso por fuerza mayor o caso fortuito o por obra de la parte contraria.
Como se deduce de este contenido, son presupuestos de esta causal:  (i)  que se trate de una prueba documental; la cual (ii) debe sobrevenir al fallo, o, dicho de otro modo, debe ser conocida después de que la providencia queda en firme; (iii) es necesario que se trate de una prueba de tal magnitud, que haría cambiar la decisión adoptada; y, adicionalmente, (iv) es imposible aducir como sustento de la misma, documentos que pudieron ser allegados durante las instancias y por fuerza mayor o caso fortuito, o por ocultamiento de la contraria, no lo fueron.
Con suficiencia, la doctrina de la Sala de Casación Civil de la Corte, ha aleccionado, sobre esta causal; recientemente, en la sentencia que se cita, recordó que: 
Según criterio reiterado de la Corte, señalado en SC de 17 de junio y 4 de noviembre de 2014, rad. 2009-01826-00 y 2011-02049-00, respectivamente, los elementos que configuran dicha causal son los siguientes: 

«a) que [s]e trate de prueba documental; b) que dicha prueba, por existir con la suficiente antelación, hubiese podido ser aportada al proceso; c) que su ausencia de los autos haya sido debida a fuerza mayor o caso fortuito, o a obra de la parte contraria (dolo), favorecida con la sentencia; d) que el hallazgo se produzca después de proferido el fallo; y e) que la citada prueba sea determinante de una decisión diferente a la adoptada en él, es decir, que sea trascendente». 

En adición a lo anterior, debe resaltarse que esta específica causal de revisión, impone la presencia de un documento, no de otro elemento de prueba; es decir, que la aparición de otro medio de convicción es impertinente frente a esta específica causal; por ello, que se conozcan testimonios, o interrogatorios anteriores a la sentencia, que se dejaron de aportar, por las razones que la norma perentoriamente señala, de nada sirve para estructurarla. Se dirá que esos medios de prueba se sirven regularmente de un documento, pues en él aparecen plasmados, pero que así sea, no varía su esencia.
Dice la Corte, por ejemplo, que “en cuanto a las declaraciones extrajuicio o extraprocesales, son inadmisibles en esta causal de revisión, puesto que las versiones juradas de terceros hacen parte de la prueba testimonial, luego no podrían considerarse documentales, desde luego que la circunstancia de estar plasmadas en una manifestación escrita no cambia su esencia, porque como ha decantado la Corte, la prueba hallada después por el recurrente tiene que ser «de linaje documental, no de otra índole» (sentencia 237 de 1º de julio de 1988, G.J. 2431, pág. 10).” 
 
 


Incluso, de más reciente data
, en extenso explicó la misma Corporación esta causal, y reiteró que: 
…es necesario precisar, de un lado, que la referida causal hace alusión a «documentos» y, específicamente a aquellos que no pudieron ser aportados por fuerza mayor, caso fortuito o por obra de la parte contraria y, de otro, que en definitiva las declaraciones extrajuicio no constituyen «documentos» sino testimonios, razón por la cual no son susceptible de ser valoradas como tal medio de prueba, que es en ultima el exigido por la normatividad reseñada.

 



…
10. No obstante lo anterior, y en virtud de la particularidad del material fáctico aportado, en especial las dos (2) declaraciones extrajuicio y la comunicación del líder espiritual, atrás referidas, es necesario pronunciarse al respecto, porque reitérese, mientras la reseñada causal exige la existencia de un documento encontrado con posterioridad al fallo, la interesada allega en realidad testimonios unos rendidos ante notario y,  otro dirigido «a quien corresponda» y, si bien los mismos constan en un escrito, también lo es, que tal circunstancia no varía la naturaleza del medio probatorio requerido, es decir, la esencia del documento, pues independientemente que el contenido se encuentra plasmado en un papel, lo cierto es, que de ellos se advierte la declaración de un tercero; luego entonces tal falencia, trae consigo sin duda alguna el rechazo de lo pretendido por la actora.

Sobre el particular, esta Sala ha expresado que:

«(…) la circunstancia de que esas declaraciones se consignen en un escrito, ello es importante, no transforma el testimonio en prueba documental, en orden a excluirlo de la exigencia de la ratificación, diligencia ésta que, tratándose de documentos declarativos emanados de terceros, sólo es necesaria cuando la parte contraria lo solicite (nral. 2º, art. 22, Decreto 2651/91, hoy nral. 2º art. 10º Ley 446/98). Al fin y al cabo, no puede confundirse el documento como continente, que es una cosa, con las manifestaciones vertidas en él, más precisamente, con el acto documentado, en este caso el testimonio.

“Esa transmutación –es cierto- no puede ocurrir, porque las disposiciones probatorias, ab antique, han diferenciado esencial y diáfanamente los dos medios de prueba en comento –testimonio y documento-, de suyo, dueños de fisonomía propia y, por contera, de autogobierno y sustantividad, fijándole a cada uno la forma precisa para ser incorporados al plenario» (Cas. Civ., 19 Nov. 2001, rad. 6406, citada en CSJ SC, 18 Sep. 2013, rad. 00105-01 y 10 Nov. 2014, rad. 2007-00941-00).

Y, en un caso que guarda simetría con el actual, en esta precisa materia, la Corte tuvo oportunidad de señalar que:

«(…) En cuanto hace al dislate fundado en que el Tribunal no hizo actuar el numeral 2º del artículo 277 del Código de Procedimiento Civil, respecto de los escritos que obran a folios 213 y 214 del cuaderno principal, en los cuales se expresó que “[l]os abajo firmantes, (….), manifestamos que conocemos de trato, vista y comunicación a la [s]eñora FRACELINA DEL CARMEN GRIMALDO y que convivió aproximadamente como veinte (20) años con el [s]eñor JUAN ALBERTO PEÑARANDA URIBE, con quien tenía una relación permanente”, suscritos por un numeroso grupo de personas, son pertinentes las siguientes apreciaciones:

2.3.1.
Como medios de prueba autónomos e independientes que son, no es factible confundir el testimonio y los documentos, elementos de juicio sometidos, cada uno, a un régimen propio en cuanto a su solicitud, el primero, o aducción, los segundos, decreto, práctica y valor demostrativo.

Ahora bien, la circunstancia de que las declaraciones de terceros se recojan en actas que constan por escrito y que, en su forma, pudieran calificarse como documentos, no desvanece la advertida distinción y, mucho menos, torna aplicable a aquellas el régimen que el Código de Procedimiento Civil prevé para éstos.      

2.3.2.
Según se desprende de los artículos 214 y 226 a 228 de la obra en cita, el testimonio es la declaración que en relación con los hechos que interesan a un proceso rinde quien no ocupa la posición de parte en él, mediante la cual relata, bajo la gravedad de juramento y ante la autoridad judicial respectiva, la información que tiene sobre los mismos, de forma espontánea, exacta y completa, debiendo exponer “la razón de la ciencia de su dicho” y explicar “las circunstancias de tiempo, modo y lugar” en las que ellos tuvieron ocurrencia y, además, la forma como llegaron a “su conocimiento”.

2.3.3.
De suyo que si, como atrás se registró, en los medios de convicción sobre los que versó la queja del censor que se analiza, personas distintas a quienes tienen la calidad de parte en el presente litigio, informaron el conocimiento que tenían sobre el hecho más relevante de la controversia, como era la convivencia que, según ellas, existió por más de veinte años entre la aquí demandante y el señor Juan Alberto Peñaranda Uribe, esas manifestaciones califican como genuinos testimonios y, por lo mismo, independientemente de que consten por escrito, no eran permeables a las reglas propias de los documentos…» (Subrayados fuera de texto) (CSJ SC 9 Jun. 2015, rad. 2010-00430-01) 

Otro tanto puede predicarse, ya no del testimonio, sino del interrogatorio del indiciado en un proceso penal, establecido en el artículo 282 del estatuto procesal en esas materias, que señala que “ El fiscal o el servidor de policía judicial, según el caso, que tuviere motivos fundados de acuerdo con los medios cognoscitivos previstos en este código, para inferir que una persona es autora o partícipe de la conducta que se investiga, sin hacerle imputación alguna, le dará a conocer que tiene derecho a guardar silencio y que no está obligado a declarar contra sí mismo ni en contra de su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad. Si el indiciado no hace uso de sus derechos y manifiesta su deseo de declarar, se podrá interrogar en presencia de un abogado”

Es decir, que se trata de una declaración del propio indicado, que, a pesar de que se recoja en un documento, no muta su naturaleza, pues sigue siendo eso, un interrogatorio previo a la acusación. Por ello, cambiando lo que hay que cambiar, para esta Sala, tampoco una declaración de este tipo puede servir de apoyo a la causal primera de revisión que aquí se analiza. 

Traído lo anterior al caso que se analiza, se destaca que la prueba documental que aduce el señor Jorge Iván Ramírez, es, precisamente, el interrogatorio que como indiciados, se les recibió a los señores Martha Cecilia Rivera García y Alfonso Naranjo Montealegre, en la investigación penal que en su contra se inició, por denuncia presentada por el mismo Ramírez, a partir de la cual se les acusó y posteriormente se les condenó (f. 101 a 108, del cuaderno de copias tomadas del proceso ejecutivo instaurado por Alfonso Naranjo contra Bentourib SAS). Por manera que, no se trata de una prueba documental, según ha quedado señalado, sino de una declaración anterior a la acusación, rendida por los indiciados, que aparece recogida en las actas que las contienen, a pesar de lo cual mantienen su identidad propia, como elemento probatorio. 

Y si tales declaraciones no son, en estricto rigor, documentos, se tornan en un soporte inadmisible para la causal de revisión que ha propuesto el recurrente, esto es, la primera, con lo cual, la conclusión obligada es que lo pedido está llamado al fracaso. 

Pero, aun si se pensara que la prueba aducida es realmente un documento, deben tenerse en cuenta estas cosas: 

La primera, siguiendo la reiterada orientación de la Corte
, es que las copias allegadas carecen de autenticidad, en los términos el artículo 254 del CPC, que, se ha dicho, es la normativa vigente para cuando se promovió el recurso.  

La segunda, más relevante aún, es que esos interrogatorios hacen parte del engranaje de un proceso penal que no ha concluido, si bien, al decir del recurrente se surtía una apelación del fallo, en tanto que la parte contraria aduce que actualmente se halla en espera de la resolución de un recurso de casación, con lo que se imposibilita derruir una decisión civil, en firme, pues, sea de ello lo que fuere, se trataría de un elemento de prueba más en ese asunto, y no de un documento antecedente al fallo civil, que no se hubiera podido aportar. 

Y a decir verdad, la razón que se aduce sobre el conocimiento que se tuvo de tales interrogatorios solo cuando se profirió el fallo penal, como justificación para no haberlos aportado antes, se cae por su propio peso, en la medida en que las actuaciones ante la justicia penal son, hoy por hoy, públicas en la fase de juicio, salvo los casos específicamente señalados por la ley (art. 18, 149 a 152, 155 y 377 del CPP). De suerte que, si fue el propio Jorge Iván Ramírez quien formuló la denuncia contra Martha Cecilia Rivera García y Alfonso Naranjo Montealegre, y de ella surgió la investigación penal que concluyó con el fallo condenatorio, él, más que nadie, sabía de la existencia de la misma y pudo haber estado al tanto de su desarrollo, para, en su momento, si es que era viable hacerlo, de acuerdo con las reglas probatorias del procedimiento civil, allegar tales declaraciones, incluso durante la segunda instancia, en la oportunidad que preveía el artículo 361 del CPC, norma que permite, igualmente, allegar documentos que no fue posible aportar en primera sede por fuerza mayor, caso fortuito, o por causa de la otra parte. Razón que se suma para concluir el fracaso del recurso extraordinario propuesto, si se advierte, adicionalmente, que esa oportunidad se desperdició, en la medida en que el fallo proferido en el proceso ordinario no fue apelado. 

Así las cosas, como la causal invocada es impróspera, no hay lugar a revisar la sentencia recurrida, y, por el contrario, atendiendo lo previsto en el inciso final de artículo 384 del Código de Procedimiento Civil, se declarará infundado el recurso y se condenará en costas al recurrente, así como al pago de los perjuicios que hubiera podido causar y que se demuestren y liquiden mediante incidente, para lo cual se hará efectiva la caución prestada (art. 384 CPC). 
  
  


DECISIÓN

  



En mérito de lo expuesto, la Sala Civil - Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
   



RESUELVE:

1.  
DECLARAR INFUNDADO el recurso de revisión interpuesto por Jorge Iván Ramírez Valencia contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, el 30 de octubre de 2014, en el proceso ordinario de resolución de contrato que él promovió frente a Martha Cecillia Rivera García y en el que ella reconvino.  
2.  
Condenar a Jorge Iván Ramírez Valencia al pago de las costas generadas con el trámite de este recurso. Oportunamente, se fijarán las agencias en derecho. 
3.
Condenar a Jorge Iván Ramírez Valencia al pago de los perjuicios que se hubieran podido ocasionar; su demostración y liquidación se concretará mediante incidente. 
Para el pago de estos rubros, se hará efectiva la caución prestada por el recurrente, en la oportunidad pertinente. 
   



Notifíquese 





Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

DUBERNEY GRISALES HERRERA
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